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Vistos los autos: “Recurso de hecho deducido por el actor 

en la causa Aranda, Raúl Eduardo c/ ENA (Min. de Def. - Ejército 

Argentino) y/o Q.R.R. s/ impugnación de acto administrativo”, 

para decidir sobre su procedencia.  

Considerando: 

1°) Que la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas 

declaró, de oficio, la caducidad de la segunda instancia 

respecto del recurso de apelación deducido por la actora por 

considerar que, desde la última actuación tendiente a impulsar 

el proceso, había transcurrido el plazo previsto en el art. 310, 

inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sin 

que el interesado hubiera realizado algún acto procesal 

impulsorio del procedimiento. Señaló que si bien la elevación de 

los autos a la cámara era una actividad que incumbía al oficial 

primero del juzgado de primera instancia, subsistía sobre el 

apelante la carga del impulso procesal, que le imponía instar la 

realización de los actos omitidos por aquel funcionario.  

2°) Que contra este pronunciamiento, el actor 

interpuso el recurso extraordinario federal, cuya denegación, 

motivó la presente queja. Sostiene que el fallo objeto de 

recurso afectó las garantías de defensa en juicio y debido 

proceso reconocidas en los arts. 17 y 18 de la Constitución 

Nacional. Afirma que el a quo, a partir de un criterio 

excesivamente formal, puso en su cabeza la carga de impulsar la 

causa pese a que el avance del expediente dependía 
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exclusivamente de un trámite que correspondía al oficial primero 

del juzgado de primera instancia y que no había ninguna 

actividad pendiente a su cargo.  

3°) Que si bien es cierto que lo atinente a la 

caducidad de la instancia remite al estudio de cuestiones 

fácticas y de derecho procesal, materia ajena como regla al art. 

14 de la ley 48, también lo es que, conforme a reiterada 

jurisprudencia del Tribunal, tal doctrina admite excepción 

cuando   el   examen  de  aquellos  requisitos  se  efectúa  con

injustificado  rigor formal que afecta la garantía de defensa en

juicio, y,  además,  la decisión en recurso pone fin al pleito o

causa  un  gravamen  de  imposible  o   insuficiente  reparación

ulterior (Fallos: 306:1693; 320:1821 y 327:4415).

  4°)  Que  tal  es  la situación que se verifica en el

caso.  En  efecto,  de  las constancias de los autos principales

surge  que,  el  10  de  diciembre  de  2020  y con motivo de la

apelación  de  la  sentencia, el  juzgado  de  primera instancia

dispuso  conceder el recurso libremente y con efecto suspensivo,

de conformidad con  lo  previsto  en  el  art.  251  del  Código

Procesal  Civil  y  Comercial  de la Nación. Asimismo, ordenó la

remisión  de  los  autos a la cámara federal de apelaciones. Sin

perjuicio  de ello, el juzgado omitió dar inmediato cumplimiento

a la elevación  correspondiente, la que recién se materializó el

12 de noviembre de 2021. 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7909871&idCita=95057&numeroPagina=2
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7909871&idCita=95077&numeroPagina=2
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7909871&idCita=95078&numeroPagina=2


FPO 6333/2014/1/RH1 

Aranda, Raúl Eduardo c/ ENA (Min. de Def. - 

Ejército Argentino) y/o Q.R.R. s/ impugnación 

de acto administrativo. 

Corte Suprema de Justicia de la Nación 

- 3 -

5°) Que la cámara, al concluir en que la demora en el 

envío de las actuaciones a ese tribunal no eximía a las partes 

de urgir la prosecución del juicio, soslayó lo dispuesto en el 

art. 251 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación 

citado, que coloca en cabeza del oficial primero del juzgado de 

primera instancia la obligación de remitir los expedientes a la 

alzada una vez contestado el traslado previsto en el art. 246, 

como así también, lo establecido en el art. 313, inc. 3°, del 

aludido código, en cuanto excluye la ocurrencia de la caducidad 

cuando “…la prosecución del trámite dependiere de una actividad 

que este Código o las reglamentaciones de superintendencia 

imponen al secretario o al oficial primero…”.  

Frente a estas concluyentes disposiciones, el fallo 

no explica por qué traslada a la actora una responsabilidad 

atribuida explícitamente al mencionado oficial primero, ni 

tampoco aclara por qué dicho funcionario se vería en la 

necesidad de realizar un control adicional diario para constatar 

si la causa se encuentra en estado de ser elevada (confr. “C., 

S. A. c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación s/ amparo 

de salud”, Fallos: 340:2016). En este sentido, no cabe extender 

al justiciable una actividad que no le es exigible –en tanto la 

ley adjetiva no se la atribuye-, sin riesgo de incurrir en una 

delegación no prevista. En otros términos, si la parte está 

exenta de la carga procesal de impulso, su pasividad no puede 

ser presumida como abandono de la instancia, porque ello 

importaría imputarle las consecuencias del incumplimiento de las 
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funcionarios judiciales obligaciones que corresponden a los 

responsables (Fallos: 333:1257; 335:1709). 

6°) Que, por lo demás, resulta pertinente recordar 

que por tratarse la caducidad de la instancia de un modo anormal 

de terminación del proceso, y de interpretación restrictiva, la 

aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin 

llevar, con exceso ritual, el criterio que la preside más allá 

del ámbito que le es propio (Fallos: 311:665; 327:1430; 327:4415 

y 327:5063, entre otros).  

7°) Que, en razón de lo expuesto, cabe concluir en 

que media relación directa e inmediata entre lo resuelto y las 

garantías constitucionales que se invocan como vulneradas, razón 

por la cual corresponde descalificar el pronunciamiento 

impugnado con arreglo a la doctrina de esta Corte sobre 

arbitrariedad de sentencias. 

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente 

el recurso extraordinario y se deja sin efecto el 

pronunciamiento apelado. Vuelvan los autos al tribunal de origen 

a fin de que, por quien corresponda, se dicte un nuevo fallo con 

arreglo al presente. Notifíquese, devuélvanse los autos 

principales y remítase digitalmente la queja. 
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Recurso de queja interpuesto por el actor, Raúl Eduardo Aranda, con el 

patrocinio letrado del Dr. Rubén Omar Acuña.  

Tribunal de origen: Cámara Federal de Apelaciones de Posadas. 

Tribunal que intervino con anterioridad: Juzgado Federal en lo Civil, 

Comercial, Laboral y Contencioso Administrativo de la ciudad de Posadas, 

Provincia de Misiones.  




